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¿Qué más se puede decir del conflicto armado en 
Colombia? Si uno ha 
vivido en este país algún tiempo, en-
contrará las mismas respuestas para 
diferentes individuos que no han to-
mado parte radical hacia un bando 
u otro: secuestros, magnicidios, ca-
rros bomba, minas quiebra-patas (a 
modo original), narcotráfico y otro 
sinfín de acontecimientos que han 
marcado no solo la historia del país, 
sino la vida de cada uno de los co-
lombianos, e incluso de muchos ex-
tranjeros. Después del fallido intento 
de negociaciones lideradas por el ex 
presidente Andrés Pastrana Arango 
y las farc-ep entre 1998 y 2002 y, 
a su vez, durante el periodo presi-
dencial de Álvaro Uribe Vélez entre 
2002-2010, se ha abierto una nueva 
negociación entre el gobierno y las 
farc-ep. Así, el 26 de agosto de 2012 
fue firmado el Acuerdo General para 
la terminación del conflicto y la cons-
trucción de una paz estable y duradera, 
con una agenda establecida en la cual 
se ha venido trabajando y se ha logra-
do negociar varios puntos. 
El propósito de la academia colom-
biana es contribuir con propuestas y 




sugerencias que encaminen al país no 
solo a la construcción de la paz sino 
al fin de la desigualdad y la pobre-
za. Más allá de estar de acuerdo o en 
contra, las negociaciones ya comen-
zaron y se debe asumir, tanto con el 
voto como con dichas propuestas, 
qué rumbo se le quiere dar al país.
Presencia del Estado 
La presencia del Estado es un deber para 
el pueblo, puesto que legitima la demo-
cracia y empodera al Estado para admi-
nistrar los asuntos municipales y regular 
los conflictos que se presenten, además 
de brindar soluciones dirigidas primor-
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dialmente al bienestar de la población. 
Este deber mencionado también se ha 
interpretado exclusivamente como la 
manutención del monopolio de la fuer-
za. En un país con un conflicto armado 
como el colombiano, esto podría ser 
verdad. El control militar ha sido uno 
de los deberes más exigidos al gobierno 
en la mayoría de municipios dada la si-
tuación bélica con los grupos guerrille-
ros al margen de la ley. Sin embargo, la 
presencia del Estado abarca más deberes 
que solo dicho monopolio, siendo este 
primordial para mantener el orden.
Hablar de presencia estatal no solo 
se refiere a la cobertura militar en los 
municipios más alejados de las ciuda-
des altamente productivas o de los más 
olvidados por falta de personal. Dicha 
presencia debe abarcar varias esferas 
correspondientes al cumplimiento de 
los derechos básicos de los habitantes: 
hospitales y centros de salud, que ga-
ranticen la vida digna; instituciones 
financieras y de crédito, que permi-
tan aumentar la capacidad productiva 
de las personas y, en consecuencia, su 
bienestar; centros deportivos, que po-
tencien las capacidades de los jóvenes 
y eviten llevarlos a cualquier tipo de 
vicio; comedores municipales para los 
más necesitados de cada región, y al-
gún otro tipo de ayuda que promueva 
oportunidades para los habitantes, mu-
chos de ellos en situaciones de pobreza. 
En Colombia la presencia del Estado 
se ha considerado precaria, al carac-
terizarse por ser débil, que presenta 
crisis políticas y posee una sociedad 
civil fragmentada. La construcción 
del Estado se remonta a la coloniza-
ción, cuyo patrón, desde entonces, 
ha sido no poseer el total monopo-
lio de la fuerza. A su vez, por lo que 
no es posible una adecuada moder-
nización de este, ha ido perdiendo 
legitimidad, tampoco se acopla a las 
necesidades de la sociedad civil, y en 
consecuencia existe un bajo grado de 
representación de las personas.
Según Max Weber, un Estado es la 
institución que posee el monopolio 
del uso legítimo de la fuerza y de la 
producción de regulaciones, que, por 
medio de estas, integra la sociedad 
y el territorio nacional, maneja los 
conflictos sociales y asegura la coor-
dinación sistémica de la sociedad. En 
Colombia no se ha podido consoli-
dar por completo un Estado en este 
sentido, no cohesiona la población ni 
el territorio; no hay un orden social 
garantizado. Tradicionalmente se ha 
posicionado y mantenido en el po-
der un sistema político bipartidista, 
lo que ha impedido la consolidación 
de una identidad nacional y el surgi-
miento de un populismo fuerte y es-
table. El Estado colombiano sufre de 
una profunda crisis de representación 
política de la sociedad. La política 
elitista genera intereses particulares y 
un sistema clientelista, con lo cual la 
legitimidad se ve perjudicada, al con-
siderarla como una política corrupta. 
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El conflicto armado ha sido persis-
tente por la incapacidad del Estado 
para abastecer recursos y dar igual 
importancia sobre los intereses regio-
nales con el fin de resolver problemas 
sociales y estructurales, como la redis-
tribución de la tierra, integración del 
territorio nacional y el castigo de los 
crímenes en los cuales la impunidad 
ha sido un importante factor para la 
baja credibilidad y confianza en el Es-
tado. Es por esto que las regiones con 
reducida presencia estatal son aque-
llas con mayor presencia de grupos 
terroristas, presentan poco desarrollo 
socioeconómico, por lo que desarro-
llan una actividad económica basada 
en los cultivos ilícitos, lo que provee 
sostenibilidad a dichos grupos y gene-
ra violencia organizada. Existe, enton-
ces, una diferenciación regional en el 
grado de violencia y de presencia de 
las instituciones estatales. El clientelis-
mo es una de las principales razones 
para que sucedan este tipo de dife-
renciaciones; la llamada “repartición 
de mermelada” que deslegitima la de-
mocracia por la búsqueda del interés 
general y sigue reforzando el poder 
como algo exclusivo de la alta clase.




Si bien los acuerdos a los que se están 
llegando en La Habana propenden 
por el alcance de una paz estable a 
lo largo del territorio, es claro que la 
fuerte centralización del Estado no fa-
vorece el desarrollo del proceso y mu-
cho menos si se piensa en el posible 
escenario de posconflicto.
Es necesario retomar como principio 
base la autonomía de las regiones, 
luego se deben considerar las parti-
cularidades que cada una presenta 
sin dejar de lado los intereses gene-
rales de la Nación, pues no es un 
secreto que existen varios grados de 
interés inter-regional dadas las venta-
jas comparativas que presentan bien 
sean de carácter climático, urbanísti-
co o turístico, en su defecto. Es por 
esta razón que se invita a un proceso 
de descentralización, el mismo que 
en 1863, con la Constitución Políti-
ca de Rionegro, promovía tal sistema 
federal, mediante el cual el agregado 
de la búsqueda y el alcance particular 
de las regiones posicione a Colombia 
como un país democrático “de avan-
zada” si se le comparase con los mo-
delos insignia de la actualidad.
Aunque ya es bastante lo que se ha 
avanzado dicha materia desde la Cons-
titución de 1991 permitiendo a cada 
municipio, departamento y todos los 
órdenes restantes, la posibilidad de 
expresar sus necesidades y cierta inde-
pendencia a la hora de ejecutar el pre-
supuesto asignado, es evidente que los 
temas más delicados y trascendentales 
para el desarrollo integral de la Nación 
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se tratan en puntos estratégicos de Bo-
gotá determinados por la clase políti-
ca dirigente. Ahora bien, ¿por qué no 
permitir que cada región establezca 
sus principios rectores y caminos de 
desarrollo guiada por su construcción 
socio-cultural?
Varios autores que ya han abordado 
la relación entre descentralización y 
posconflicto sugieren la necesidad 
de hacer una reorganización territo-
rial para mitigar las asimetrías cons-
titucionales que no permiten la au-
tonomía interregional deseada. Sin 
embargo, esto puede traer consigo 
efectos contraproducentes, como dar 
un poder injustificado a aquellas re-
giones que no se encuentran en un 
estado de madurez para asumir la res-
ponsabilidad de gobernarse sin más 
ingestas de políticas arbitrarias. Tam-
bién podría ocurrir un escenario en 
el cual las regiones que más avancen 
sientan cierto espíritu independentis-
ta al observar que las otras que com-
ponen el agregado están rezagadas o 
no tienen un desarrollo similar. 
De la centralización al Plan 
Nacional de Rehabilitación 
Luego de su nacimiento, todo Es-
tado se enfrenta a una serie de inte-
rrogantes acerca de su organización. 
Una de ellas es si el poder se debe 
ejercer desde un punto único y fijo 
o si, por el contrario, debe ser ejerci-
do de manera autónoma en cada una 
de las regiones. El caso de Colombia 
no fue diferente y se optó por el cen-
tralismo que no es malo a priori; sin 
embargo, el grado de centralización 
ha llegado a puntos críticos, trayendo 
consecuencias desastrosas para el de-
sarrollo económico y social del país. 
Día a día es observado cómo las de-
cisiones tomadas en las altas esferas 
del poder ponen como prioridad a las 
cuatro o cinco ciudades más grandes 
del país dejando de lado a todos los 
otros municipios que no cuentan con 
la suficiente representación política 
en la capital. 
Ahora, en el curso de las negociacio-
nes de paz este tema toma una gran 
relevancia debido a que esta centrali-
zación excesiva es una de las princi-
pales causas del conflicto y para supe-
rarlo es necesario superar este asunto 
lo más pronto posible. Además, no 
es la primera vez que se ha intenta-
do resolver el problema de la excesiva 
centralización, se han realizado varios 
intentos especialmente en la historia 
reciente del país. Cabe destacar que 
la centralización tiene un antes y un 
después de la Constitución de 1991. 
La Constitución de 1886 dejaba muy 
en claro que Colombia se goberna-
ba desde el interior y la consecuencia 
de esto fue la consolidación de un 
Estado pequeño y ausente en varias 
regiones que vieron cómo el papel 
del Estado fue sustituido por la or-
ganización al margen de la ley de tur-
no; con la Constituyente de 1991 se 
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buscó revertir esta situación, dándole 
autonomía a cada región para tomar 
ciertas decisiones. 
 
Hubo dos intentos destacables para 
resolver el problema de la centrali-
zación previos al proceso que se vive 
hoy en día. El primero de ellos fue 
durante el mandato de Belisario Be-
tancourt y con motivo de las nego-
ciaciones que se estaban llevando con 
varios grupos guerrilleros, entre ellos 
las farc-ep. Para ese momento ya se 
reconocía el flagelo que implicaba el 
grado de centralización. No obstante, 
era imposible generar una solución 
desde la carta política que, como ya 
fue mencionado, estaba consagrada 
a la centralización desde su natura-
leza. Teniendo esto en cuenta, desde 
la Presidencia se diseñó todo un plan 
que buscaba hacer presencia estatal 
en aquellas zonas afectadas por el 
conflicto. Así fue como nació el Plan 
Nacional de Rehabilitación (pnr). 
Con la nueva Constitución de 1991 
se dejó en un segundo plano al pnr 
en tanto que uno de los propósitos 
era acabar con la centralización. Por 
desgracia esto no se logró y lenta-
mente fueron cambiando los objeti-
vos tanto políticos como económicos 
del país debido a una ola de apertura 
económica acompañada por fuertes 
cambios sociales dentro de las prin-
cipales urbes a costa de dejar nueva-
mente en la sombra a aquellos muni-
cipios agobiados por el conflicto 
Participación ciudadana 
El proceso de negociación por el que 
está pasando nuestro país es un reto 
para la sociedad y su conformación 
actual. Pensar en un escenario de paz, 
algo tan utópico como eso para los 
colombianos, es entender las exigen-
cias que esta etapa de posconflicto 
pueda involucrar. 
Colombia posee un marco institu-
cional permeable, lo que convierte 
en un verdadero desafío lo que está 
por venir. Hay muchos aspectos en 
los que se debe trabajar, pero no des-
de el gobierno, sino desde la ciuda-
danía. El verdadero compromiso está 
en nosotros mismos para poder tener 
el país que queremos.
La participación ciudadana es una pie-
za fundamental en este escenario, pero 
no la participación como el ejercicio de 
votar. Estamos hablando de ciudadanos 
dispuestos a pronunciarse frente a los 
problemas del Estado. En efecto, exis-
ten personas que exigen lo que se espera 
de un Estado democrático; sin embar-
go, esto no es suficiente cuando las vo-
ces se distorsionan. La voz del pueblo 
unida es una voz fuerte, así como define 
el autor Alexis Tocqueville en su libro 
La Democracia en América: “La comuna 
es la única asociación que se encuentra 
de tal modo en la naturaleza, que por 
doquiera que hay hombres reunidos, se 
forma por sí misma una comuna”. Des-
de Aristóteles se escucha el término de 
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asociación política, y como Tocqueville 
explica, “las instituciones comunales no 
podrían casi luchar contra un gobierno 
emprendedor y fuerte; para defenderse 
con éxito, es preciso que hayan adquiri-
do todo su desarrollo y que se hallen en-
vueltas en las ideas y en las costumbres 
nacionales”.
Es necesario un pueblo unido, que 
exija construcción de un Estado 
Democrático desde abajo, no desde 
los más poderosos del país que poco 
saben de los verdaderos problemas, 
necesitamos una Colombia que de 
una manera unida alce su voz por sus 
derechos. Es hora de comunicarnos 
entre nosotros, todos somos colom-
bianos, tenemos los mismos derechos, 
exigimos la satisfacción de los mis-
mos derechos; involucrarnos en algo 
que sí nos compete es lo que nos per-
mitirá generar cambios.
Dentro de la consolidación de un 
acuerdo para la paz existen tres as-
pectos vitales para una resolución del 
conflicto definitiva: el primero es el 
aspecto político, el más visible y el 
que más atención tiene en el proce-
so; aquí interceden los gobiernos, los 
partidos políticos y los movimientos 
armados al margen de la ley, máxi-
mos protagonistas.
El segundo es el aspecto internacio-
nal, un espacio que inevitablemente 
se ve afectado. Aquí participan los 
medios de comunicación de todo el 
mundo y las opiniones públicas, po-
sitivas o negativas, de instituciones 
internacionales y países interesados 
en los frutos del acuerdo.
El tercero es, tal vez, el más olvidado y 
poco práctico de todos: el aspecto de 
la dimensión social, o mejor llamado 
de participación ciudadana. Siendo 
de tal manera uno de los más impor-
tantes debido a que el esfuerzo del 
acuerdo necesita ser apoyado por la 
sociedad afectada que, en la mayoría 
de los casos, es la primera víctima del 
conflicto interno (Espiau, 2004: 4).
Este último es poco atendido debi-
do a la falta de seguimiento que se 
ha dado en los ya varios acuerdos de 
paz a nivel mundial. Sin embargo, es 
claro que “como quiera que sea, la 
sociedad civil no debería olvidar qué 
es un poder; que el poder existe para 
ser usado y que usarlo bien es jugarse 
a la paz” (pnud, 2003: 459). Por eso 
mencionaremos los esfuerzos que ha 
hecho el caso colombiano para darle 
protagonismo al ámbito de la partici-
pación ciudadana.
Podemos recalcar la medida que se 
adoptó en diciembre del 2012 anun-
ciada por el presidente Juan Manuel 
Santos: “A partir de hoy todos los 
colombianos podrán participar con 
sus propuestas en el proceso de diá-
logo con las farc. Esto se puede ha-
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2012). Es un medio por el cual la 
ciudadanía puede acceder a toda 
la información de los avances de la 
mesa de diálogo entre el gobierno y 
las farc, y en el que pueden enviar 
sus comentarios, opiniones y pro-
puestas para nutrir el proceso. Es in-
teresante este tipo de medios ya que, 
indirectamente, se está acoplando a 
los jóvenes y adultos que ya tienen 
un amplio acceso al internet.
Por último, cabe mencionar el refe-
rendo que está estipulado en la agen-
da de negociaciones, en el cual, por 
medio del voto, los ciudadanos de-
ciden si aceptar o no el acuerdo que 
resulte de los diálogos.
Ahora, evaluar si esto es suficiente 
para que la sociedad civil se sienta 
completamente vinculada al proce-
so de paz dependerá del seguimiento 
que se les dé a las instituciones res-
ponsables de velar por las mejores 
condiciones posibles de los colom-
bianos en el posconflicto.
A manera de conclusión 
Sin lugar a dudas, la tarea no es fácil. 
Desde la academia, dentro del marco 
de la construcción de un plan de paz 
que sea creíble, claro y sobre todo co-
herente con la ley, con sus institucio-
nes y sobre todo bajo el respeto de los 
Derechos Humanos, se plantean dis-
tintas recomendaciones en busca de un 
acuerdo sostenible. En efecto, como 
bien se plantea en este artículo, las 
principales conclusiones que podemos 
resaltar giran en torno a un acuerdo de 
paz ante todo social y jurídicamente 
duradero en el que se ratifiquen y se 
apliquen de manera coherente las me-
didas de justicia transicional mediante 
mecanismos de reconocimiento de res-
ponsabilidades que incluyan repara-
ción y compromiso con la defensa de 
los Derechos Humanos, especialmente 
de las víctimas.
A su vez, el modelo integral al cual se 
desea llegar debe cumplir, en la medi-
da de lo posible, el diseño de paráme-
tros específicos para las instituciones 
apropiadas que faciliten la participa-
ción social a través del debate políti-
co y la unión del pueblo colombiano, 
asegurando de esta manera las garan-
tías de no repetición de actos ilícitos. 
Se espera que todos estos esfuerzos 
que se están llevando a cabo forta-
lezcan la gobernabilidad democrática 
sin una descentralización absoluta, 
especialmente en aquellas regiones 
que han sido susceptibles de acciones 
terroristas, sobre la base de lecciones 
anteriores, como el caso del pnr, y 
en cooperación de organismos inter-
nacionales que aportan una organi-
zación técnica, financiera y logística 
necesaria dentro de este proceso de 
paz colombiano. Así las cosas, ¿cuáles 
son las herramientas, las institucio-
nes y los mecanismos propios para el 
establecimiento de una paz duradera? 
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